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RESUMEN 
El presente artículo de investigación tiene como objetivo principal, determinar si el agotamiento 
de los recursos internos, de los países partes en la convención interamericana de derechos 
humanos, es un requisito simplemente formal para poder acceder al Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos o si por el contrario es un requisito de fondo y determinante 
para el desarrollo del proceso de justicia en el sistema internacional; para lo cual se analizan en 
este escrito diferentes informes y jurisprudencia de los órganos internacionales para la protección 
de derechos humanos tales como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante 
la Comisión o CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la Corte o la  
CDH), de los cuales se extraen las reglas referentes al agotamiento previo de los recursos internos, 
y se determinan las condiciones bajo las cuales se deben ejecutar los recursos existentes dentro de 
un ordenamiento jurídico de tal manera que se cumpla a cabalidad con su agotamiento previo. 
Palabras Clave: corte interamericana de derechos humanos, recuso interno, agotamiento previo, 
requisito de forma, requisito sustancial, comisión interamericana de derechos humanos. 
ABSTRACT 
The main objective of this research article is to determine whether the exhaustion of domestic 
resources of the countries that are parties to the Inter-American Convention on Human Rights is 
just a formal requirement to be able to access the Inter-American System for the Protection of 
Human Rights or, conversely, it is a fundamental and determining requirement for the development 
of the justice process in the international system; For this purpose, different reports and 
jurisprudence of the inter-American human rights bodies such as the Inter-American Commission 
on Human Rights (hereinafter, the Commission or CIDH) and the Inter-American Court of Human 
Rights (hereinafter, the Court or the CDH), from which the rules relating to the exhaustion of 
domestic remedies were extracted, and the conditions under which this domestic remedies in the 
legal order must be executed are determined in such a way that the previous exhaustion. 
 is fulfilled. 
Key words: inter-American court on human rights, domestic resource, prior exhaustion, 
procedural requirement, substantive requirement, inter-American commission on human rights. 
INTRODUCCION 
Desde sus inicios el sistema interamericano de derechos humanos, el cual fue constituido por los 
Estados que conforman la OEA; tuvo como principal función, la promoción, protección y 
realización de los derechos humanos en el continente americano; debido a la gran importancia que 
estos representan en los Estados de derecho, lo cual justificaba que se le brindara una protección 
internacional a los mismos. Este órgano internacional surge, frente a la necesidad que se presenta, 
de garantizar la protección de los derechos humanos cuando dentro de los mismos Estados no se 
pueda encontrar esta garantía. 
 
A partir del momento en el que un país suscribe la convención americana de los derechos humanos, 
este se somete a optar por la convención como un mecanismo para la protección de los derechos 
de manera coadyuvante, es decir, que complementa al derecho interno. Podemos entender a partir 
de esto qué, en cualquier caso, los recursos internos de los países deberán ser los primeros a los 
cuales se tendrá que acudir cuando se esté frente a una violación o desconocimiento de un derecho 
fundamental.  
 
En los términos del artículo 46° de la Convención; para que una petición pueda ser admitida para 
su estudio ante la comisión, primero se requerirá: “que se hayan interpuesto y agotado los recursos 
de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente 
reconocidos;”. Partiendo de esto, el presente artículo trata de determinar si el agotamiento de los 
recursos internos se considera un requerimiento procedimental dentro del marco de protección de 
derechos humanos o si este requerimiento encaja dentro del derecho internacional como parte 
sustancial; establecer bajo qué condiciones se entenderá este requerimiento como sustancial o 
formal y definir en qué consecuencias trae para Colombia este requerimiento desde las diferentes 
tesis planteadas. 
 
METODOLOGIA 
 
La metodología utilizada para la elaboración de este escrito es de carácter documental, se enfocó 
en el estudio y el análisis del corpus iuris internacional en materia de derechos humanos, 
principalmente en lo concordante con los procedimientos para acceder al sistema interamericano 
de derechos humanos. Se llevó un enfoque cualitativo, confrontando las diferentes fuentes 
bibliográficas tales como jurisprudencia de la corte, la convención americana de derechos 
humanos, el reglamento de la comisión e informes elaborados por este mismo órgano y con base 
en la observación y el estudio realizado a estas fuentes, se busca, extraer las diferentes reglas 
establecidas por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos en relación con el tema del el 
agotamiento de los recursos internos como requisito formal o sustancial para acceder al SIDH. 
 1. ADMISION DE PETICIONES ANTE LA COMISION.  
 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos está conformado por dos órganos, la Comisión 
y la Corte; como primer requerimiento para acceder al Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, se encuentra la presentación de la petición ante la comisión, este es un órgano cuasi-
judicial y se encarga de dar trámite a las peticiones que reúnan los requisitos previstos en el artículo 
28 del reglamento de la Corte, lo cual dará paso a la admisión o inadmisión de dichas peticiones 
para así iniciar el proceso ante el SIDH.  
 
El agotamiento previo de los recursos internos que se desarrollen dentro del ordenamiento jurídico 
de cada país, se encuentra establecido como requisito fundamental para la admisibilidad de las 
peticiones presentadas ante al SIDH; ya que este requisito se basa en los principios de 
complementariedad y subsidiariedad, en los cuales se fundamenta el sistema interamericano de 
derechos humanos; puesto que este, fue creado para complementar las jurisdicciones internas y no 
para reemplazarlas, tal y como se expresa en el preámbulo de la Convención, el cual señala: “una 
protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que 
ofrece el derecho interno de los Estados americanos;”(Convención Americana). Por esto se deberá 
verificar si los recursos internos de cada Estado miembro fueron debidamente aplicados y 
agotados.  
 
Sin embargo, este requisito presenta numerosas dificultades al momento de su aplicación y existe 
una gran cantidad de jurisprudencia de la Corte, en la cual se desarrolla una interpretación de los 
efectos, el alcance y la naturaleza del agotamiento previo; puesto que no siempre es sencillo 
determinar que recurso se encontraba disponible para cada caso específico, ni que eventualidades 
se pudieron presentar en el desarrollo del proceso, que pudieran hacer imposible el acceso a estos 
recursos. Frente a estas circunstancias la Convención, plantea 3 casos en los cuales no se exigirá 
el requisito del agotamiento previo y estos son cuando:  
 
“a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata, el debido proceso legal 
para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) no se haya 
permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción 
interna, o haya sido impedido de agotarlos, y c) haya retardo injustificado en la    decisión 
sobre los mencionados recursos.” (Convención Americana, Art. 46). 
 
Estas reglas tienen aplicación, bajo el entendido de que el país requerido ha faltado a alguna de las 
obligaciones impuestas a él en el momento de suscribir la convención. Por lo cual se torna más 
extensa la interpretación del requerimiento del agotamiento previo, ya que no solo se estaría 
alegando el desconocimiento de los derechos, sino, además, la vulneración por parte del Estado, 
al negar la garantía de protección de los mismos. Por esto surge la interpretación del requerimiento 
del agotamiento previo, como un requisito de procedibilidad y también como derecho de los 
Estados; en muchas ocasiones se ha hablado de esta regla como medio de defensa estatal frente las 
acusaciones que se presenten con respecto de este, ante el SIDH, ya que uno de los fines de este 
requerimiento busca prevenir al Estado de caer bajo el escrutinio de órganos internacionales, sin 
antes tener la posibilidad de solucionar el problema que se presenta en su territorio, mediante los 
mecanismos que estén dispuestos dentro de su ordenamiento jurídico. La jurisprudencia desarrolla 
extensamente las diferentes sub reglas del agotamiento previo; Al respecto del agotamiento previo 
en favor del Estado la Corte ha dicho: “[…] permite al Estado resolver el problema según su 
derecho interno antes de verse enfrentado a un proceso internacional lo cual es especialmente 
válido en la jurisdicción internacional de los Derechos Humanos, por ser ésta “coadyuvante o 
complementaria” de la interna” (Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, 1988)  
 
Llegado el caso de que se presentara la existencia de los recursos efectivos en el país, pero el 
peticionario no hubiese agotado los mismos, esto tampoco será impedimento para que se admita 
la petición, mientras que el Estado no se oponga a la misma, ya que es precisamente a este a quien 
le corresponde objetar la admisibilidad de la petición si esta no cumple con este requisito previo; 
esto no será competencia ni de la Comisión ni de la Corte, por lo tanto de no hacerse dentro del 
momento procesal oportuno se dará por entendido que el Estado renuncia a la aplicación de esta 
regla del procedimiento. Si el Estado desea hacer uso de este mecanismo, entonces deberá 
manifestarlo expresamente en las primeras instancias del proceso y además deberá especificar 
cuáles serán los recursos internos que se deben agotar antes de acudir al SIDH, basado en los 
hechos del caso específico que se está tratando. Al respecto la jurisprudencia de la corte dice: 
 
“[l]os criterios sobre la interposición de la excepción de falta de agotamiento de los 
recursos internos [son: e]n primer lugar, [que] el Estado demandado puede renunciar en 
forma expresa o tácita a la invocación de la falta de agotamiento de los recursos internos. 
En segundo término, la excepción de no agotamiento de recursos internos debe plantearse, 
para que sea oportuna, en la etapa de admisibilidad del procedimiento ante la Comisión, o 
sea, antes de cualquier consideración en cuanto al fondo; si no es así, se presume que el 
Estado renuncia tácitamente a valerse de ella” (Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras; 
de 1987) 
 
Por lo tanto, la comisión solo se limitará a estudiar la petición en lo referente a la existencia de 
violación de los derechos humanos frente a las presuntas víctimas y el Estado, mas no a toda la 
extensión del proceso previo, agotado por el peticionario dentro de la jurisdicción interna.
 
2. AGOTAMINETO PREVIO COMO CARÁCTER FORMAL. 
 
El procedimiento, es un conjunto de acciones predefinidas realizadas de una forma determinada 
con el objetivo de desarrollar una labor de manera eficaz. Un proceso judicial se entiende entonces 
como un conjunto de actos que se llevan a cabo aplicando las diferentes disposiciones legales y 
que tiene como fin, llevar acabo la ejecución o realización de una ley, una norma o un derecho. 
Dentro de las características del derecho formal o procedimental se encuentran, la regulación de 
los requisitos, el desarrollo y los efectos de un proceso judicial; los requisitos dentro de un proceso 
son características o cualidades que se requieren para que este se desarrolle sin errores desde que 
se inicia; por esto a simple vista se puede entender el requerimiento del agotamiento previo, como 
un requisito meramente formal, ya que este se enfoca principalmente en determinar la 
admisibilidad de una petición presentada ante la Comisión, y forma parte del procedimiento 
establecido para la protección de los derechos humanos dentro del SIDH. Al respecto la Corte le 
ha otorgado una interpretación a este requisito, entendiéndolo como una regla formal de 
procedimiento: “la […] falta de agotamiento de recursos es una cuestión de pura admisibilidad 
[, por lo] que el Estado que la alega debe indicar los recursos internos que es preciso agotar, así 
como acreditar que esos recursos son [adecuados y] efectivos” (González Serrano, 2010) 
 
Al ser un requisito de mero procedimiento y diseñado para establecer si se le dará tramite a un 
proceso dentro del SIDH, este requerimiento se encuentra sometido en su ejecución, a los 
principios desarrollados dentro del derecho procesal. Uno de ellos es el principio de legalidad, el 
cual obliga a las partes a cumplir con todos los requerimientos establecidos dentro del trámite de 
proceso judicial, de lo contrario no se estaría resolviendo el conflicto dentro de los parámetros 
mínimos establecidos en el universo jurídico para ello; lo que producida que las actuaciones y 
decisiones tomadas dentro de estos procesos, no tuvieran un fundamento sólido que garantizara la 
obtención de un resultado justo.  
 
Ya se ha hablado de cuáles son los requisitos que deberá agotar, aquel que se encuentre interesado 
en presentar una petición ante el SIDH, pero si estos requisitos no se cumplieran a cabalidad, el 
Estado solicitado podrá hacer uso de la objeción por falta de agotamiento previo de los recursos 
internos, para garantizar otros principios procesales como la economía procesal y el de igualdad 
de partes. La Comisión deberá analizar (1) si la objeción se ha presentado dentro del tiempo 
oportuno dentro del proceso; y (2) si la objeción se ha hecho de la forma estipulada; es decir, se 
enuncien los recursos que se debieron agotar antes de acudir a este órgano internacional, frente al  
caso específico a tratar. Por lo cual se deberá estudiar la relación que existe entre los recursos 
enunciados por el Estado y los hechos en los cuales se fundamenta la petición interpuesta ante la 
CIDH.  
 
De esta manera se obliga al Estado a invocar de una manera clara, expresa y oportuna la excepción 
del agotamiento previo; de no ejecutarse de esta manera, la Comisión entenderá que se renuncia 
tácitamente a la aplicación de esta regla que en múltiples ocasiones se ha interpretado como un 
mecanismo de defensa de los Estados; el desarrollo de la carga probatoria estatal, cuando se 
presenta la objeción al agotamiento previo de los recursos es imprescindible si se quiere realmente 
demostrar que una petición es inadmisible ante el SIDH. 
 
2.1 OPORTUNIDAD PARA ALEGAR LA EXCEPCIÓN. 
 
El reglamento de la Corte precisa cuál es el momento apropiado para plantear las excepciones 
preliminares, señalando que, esto se debe realizar en el informe presentado por el Estado, al 
momento de responder el escrito de argumentos y pruebas presentado por la víctima; el Estado 
tendrá un plazo máximo de dos meses para presentar este informe. Ocasionalmente podrá existir 
el caso en el que se presenten solicitudes de prorroga que se podrán otorgar por máximo 1 mes 
más; pero, de existir casos que se consideren de suma gravedad y extrema urgencia, la Comisión 
podrá exigir el informe en menos tiempo.  
 
Si el Estado decide presentar la objeción del no agotamiento de los recursos, cuando el proceso 
esté en trámite ante la CDH, se considerará un alegato extemporáneo, por consiguiente, no será 
aceptado dentro del proceso, debido a que la corte ha interpretado que, de presentarse 
extemporáneamente la excepción del no agotamiento de los recursos internos, esto se entenderá 
también como una renuncia tacita. Existen casos en los que,  después de haber sido estudiada y 
admitida la petición por la Comisión y esta se encuentra en la instancia de la Corte, el Estado 
manifiesta que nunca se hizo la renuncia agotamiento de los recursos, sin embargo, la instancia 
para hacer esta objeción recae sobre la Comisión y si bien el Estado no ha manifestado 
expresamente su renuncia a la aplicación de la regla, tampoco enuncia, en el momento de presentar 
el escrito o informe de respuesta ante la petición, que existan recursos dentro del ordenamiento 
interno que no se habían agotado, solo se limita a describir el procedimiento que se ha llevado a 
cabo ante el caso de la víctima; sin embargo, la Corte ha dejado claro que se deberá definir cuales 
recursos del ordenamiento interno son los que deberá agotar la víctima, de lo contrario se procederá 
con la admisión de la petición. 
 
Si bien la instancia para presentar la objeción al agotamiento previo es la de la comisión, se pueden 
presentar casos en los que la corte adquiera competencia para tomar una decisión frente a este 
tema: “No obstante, la Corte puede eventualmente adquirir competencia para conocer de esta 
materia, ya sea porque existen discrepancias en torno al criterio de la Comisión, porque ésta ha 
omitido pronunciarse al respecto o porque el Estado no interpuso la excepción ante la Comisión 
oportunamente o de manera lo suficientemente explícita.” (Gómez Fernández & Montesinos 
Padilla, 2013). Al respecto la Corte plantea que, al presentarse estas situaciones, ella podrá utilizar 
el criterio dado por la Comisión en la etapa de admisibilidad, respecto del agotamiento previo, para 
resolver el conflicto, o también, la Corte podrá alejarse de la opinión emitida por la Comisión y 
fallar según su propio criterio: 
 
“la cuestión de saber si se han cumplido o no los requisitos de admisibilidad de una 
denuncia o queja ante la Comisión es un tema que concierne a la interpretación o aplicación 
de la Convención, en concreto de sus artículos 46 y 47, y, en consecuencia, ratione materiae, 
competencia de la Corte. Sin embargo, como estamos en presencia de requisitos de 
admisibilidad de una queja o denuncia ante la Comisión, en principio corresponde a ésta 
pronunciarse en primer término. Si posteriormente en el debate judicial se plantea una 
controversia sobre si se cumplieron o no los requisitos de admisibilidad ante la Comisión, 
la Corte decidirá, acogiendo o no el criterio de la Comisión, que no le resulta vinculante 
del mismo modo que tampoco la vincula su informe final” (Asunto Viviana Gallardo y otras; 
1981.) 
 
La misma Corte ha reiterado que al presentarse discrepancia frente a los requisitos de admisibilidad 
de una petición, le corresponderá pronunciarse al respecto; sin embargo, hay que aclarar que esto 
no abre una nueva oportunidad procesal para que el Estado presente su objeción, ni tampoco para  
que corrija o enuncie nuevos recursos que pudieran ser utilizados por la víctima, dentro del 
ordenamiento jurídico interno. Como ejemplo tenemos el caso Tibi Vs. Ecuador, en el cual el 
Estado alegó, en el escrito de interposición de excepciones preliminares, contestación de la 
demanda y observaciones a las solicitudes y argumentos; nuevos recursos internos que, bajo su 
criterio, debieron ser agotados antes de acudir al SIDH. 
 
“Al no alegar durante el procedimiento de admisibilidad ante la Comisión Interamericana 
el no agotamiento de los recursos de apelación, el hábeas corpus constitucional y la acción 
sobre indemnización de daños y perjuicios contra los magistrados, jueces, funcionarios y 
empleados de la función jurisdiccional, el Estado renunció tácitamente a un medio de 
defensa que la Convención Americana establece a su favor e incurrió en admisión implícita 
de la inexistencia de dichos recursos o del oportuno agotamiento de los mismos, dado lo 
anterior, el Estado no podía argumentar por primera vez dichos recursos en el escrito de 
interposición de excepciones preliminares, contestación de la demanda y observaciones a 
las solicitudes y argumentos.”(Caso Tibi vs Ecuador; de 2004,) 
 
Al presentarse como requisito para la admisibilidad se entiende que es el primer paso para iniciar 
el proceso judicial, por lo cual corresponderá alegarla frente al primer organismo que recibe la 
petición. Además, la función principal de este mecanismo o regla, es que el Estado solicitado pueda 
remediar el conflicto antes de iniciar el proceso ante el órgano internacional, mediante los recursos 
internos, por ende, la regla perdería su función si se desarrolla cuando al momento de que se esté 
llevando a cabo el proceso ante la Corte, por lo cual el hecho de que exista la posibilidad de rehacer 
el análisis de admisibilidad de una petición durante el proceso ante la Corte parece incompatible 
con el fin último de esta regla. 
 
2.2 OBJECION EN FORMA. 
 
La objeción que presente el Estado referente al no agotamiento previo de los recursos internos, 
deberá especificar estrictamente, los recursos que la víctima debió agotar dentro del ordenamiento 
interno, según los méritos de la petición. Es decir, el recurso adecuado según la violación que se 
denuncia y que cuyo fin tenga precisamente, proteger el derecho que se ve vulnerado, pero que no 
fue agotado por el peticionario antes de acceder al SIDH. Solo se podrán enunciar, recursos que 
sean sometidos al conocimiento de un juez u otra autoridad judicial, es decir, únicamente podrán 
ser mencionados los recursos jurisdiccionales. Por lo tanto, quedan descartados los recursos que 
se puedan interponer ante una autoridad administrativa, como el ministerio público, puesto que 
solo aquellos que puedan ser presentados ante un organismo de la rama judicial serán adecuados. 
La Comisión señala que los recursos que se deberán agotar antes de interponer una petición, serán 
los que se encuentren conforme a los principios de derecho internacional, y estos principios 
establecen que solo los recursos ordinarios serán los pertinentes en estos casos. Partiendo de ello, 
podemos interpretar que no será necesario agotar todos los recursos del ordenamiento jurídico, ya 
que, si tomamos como ejemplo la mayoría de los países de Suramérica o nos fijamos únicamente 
en el caso de Colombia, existen múltiples recursos extraordinarios dentro del ordenamiento 
jurídico que, de presentarse el deber de agotarlos, el proceso para hacer efectiva la protección de 
los derechos, sería demasiado largo y no existiría realmente una garantía ante la vulneración de los 
mismos.  
Podemos resaltar como ejemplo el caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, en el cual el Estado alegó 
que, los peticionarios no habían agotado los recursos internos, por lo tanto, no se debía admitir a 
la petición; señalaba que el recurso efectivo y adecuado dentro de su ordenamiento jurídico para 
resolver la situación, era la acción de inconstitucionalidad por medio de la vía incidental. Al 
respeto de este caso la Corte concluyo: 
 
 “la acción de inconstitucionalidad no es un recurso que debe haberse interpuesto 
previamente conforme al artículo 46.1 de la Convención, porque no es un recurso ordinario 
en los términos que exigen los principios generalmente aceptados del derecho internacional 
y, además, porque no se trata de un recurso eficaz para tutelar los derechos vulnerados”. 
(Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica;2004;).  
 
No obstante, se debe resaltar que, en el entendido general, la acción de inconstitucionalidad si es 
un recurso efectivo, mientras no se presenten otros factores que puedan influenciar el desarrollo 
de su trámite, por lo que este se deberá agotar antes de acceder al SIDH; sin embargo, su 
agotamiento se exigirá únicamente, cuando los méritos o hechos del caso que se estudie, se 
presenten de forma consecuente y congruente con el fin que persigue esta acción.  
 
La Corte habla, también, de recursos adecuados y recursos efectivos; siendo el primero, el recurso 
que tiene la función directa de resolver la violación especifica del caso; por ejemplo: si se presenta 
una privación de la libertad a una persona, por parte de la policía, de manera ilegal, el recurso 
adecuado para este caso sería el habeas corpus. Podría pensarse que la acción de tutela, encajaría 
también dentro de los recursos que pueden dar solución a esta situación, mas no sería el recurso 
adecuado, puesto que el fin de la acción tutela es el de proteger los derechos constitucionales 
fundamentales de los habitantes de Colombia, mientras que el fin del habeas corpus es evitar 
arrestos o detenciones arbitrarias, al determinar la legalidad de la privación de libertad infringida 
sobre una persona; según lo cual este recurso se encuentra encaminado específicamente a resolver 
el problema presentado en el ejemplo y a partir de esto podríamos determinar que el habeas corpus 
encajaría como el recurso adecuado dentro del caso específico. 
 
Los recursos efectivos, bajo el criterio de la Corte, son aquellos encaminados no solo a existir 
dentro del ordenamiento jurídico y ser utilizados por los ciudadanos, si no, que sean capaces de 
producir el resultado que se espera y para el cual fueron creados. Por lo tanto, deberá verse 
reflejado en el Estado, el compromiso al momento de dar aplicación a las garantías, disponiendo 
de todos los medios que, como organización política, tenga para que se lleve a cabalidad el 
desarrollo de todas las acciones que permitan obtener una garantía real de protección de derechos. 
 
“Esta Corte ha establecido que no basta que los recursos existan formalmente, sino que los 
mismos deben dar resultados o respuestas a las violaciones de derechos humanos, para que 
éstos puedan ser considerados efectivos. Es decir, que toda persona debe tener acceso a un 
recurso sencillo y rápido ante jueces o tribunales competentes que amparen sus derechos 
fundamentales” (Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras; 2003,) 
 
No se podrá afirmar que un recurso ha sido agotado efectivamente, si este no ha dado ningún 
resultado; el solo acceso al recurso, sin que exista un resultado ante el mismo, deja entrever una 
falta del Estado ante la responsabilidad que tiene con sus habitantes y con la convención. Ya que 
además de la existencia del recurso, deben existir normas legales que garanticen la efectividad del 
mismo; que obligue a las autoridades a realizar los procedimientos que con lleven a la ejecución 
del resultado declarado en una sentencia, puesto que, al existir una orden, pero no una coerción 
frente a la autoridad que la ejecuta, el recurso pierde su función y se desnaturaliza, convirtiéndolo  
en un recurso no efectivo. 
 
 La efectividad de los recursos también se ve reflejada en que tan fácil es para el ciudadano acceder 
a ellos, la existencia de un recurso en el ordenamiento jurídico de un país, pero que sea 
virtualmente imposible de ejecutar o sustanciar, resulta también en la inefectividad del mismo. 
Como ejemplo encontramos la petición presentada por el señor Alan García Pérez contra Perú, en 
la cual la victima alegaba, que dentro del proceso penal que se llevaba en su contra, se había hecho 
uso de una norma que violaba su derecho a las garantías judiciales contempladas en el artículo 8° 
y 9° de la Convención Americana. El Estado alegó que el peticionario no había agotado los 
recursos internos antes de presentar dicha petición y enuncio que, el recurso interno adecuado que 
debía ser agotado en esta situación era la acción de inconstitucionalidad, en la cual se debería 
demandar la norma que el peticionario alegaba estaba siendo utilizada para desconocer sus 
derechos. La Comisión concluyó que este recurso se volvía ineficaz puesto que era imposible para 
el peticionario, reunir todas las firmas requeridas para presentarlo: 
 
“la Comisión concluye que el señor García Pérez no tuvo acceso al recurso interno de 
acción de inconstitucionalidad, que es el recurso que según el Estado debió ser agotado, 
puesto que, al no ostentar ninguno de los cargos mencionados en dicho artículo, la opción 
que tenía para adquirir legitimación activa destinada a interponer la acción de 
inconstitucionalidad era la de reunir otros 4.999 ciudadanos que ejercieran con él dicha 
acción, lo cual indudablemente implica que dicho recurso interno está concebido de una 
manera tal que no está disponible para la presunta víctima, por carecer de legitimación 
activa para intentarla. Por tanto, la acción de inconstitucionalidad no era un recurso 
interno que el señor García Pérez tuviera que agotar previamente para acudir a la 
Comisión.” (Alan García Pérez Vs Perú; 1999.) 
Todo esto resulta en que, al momento de presentar una petición, si no existen recursos que sean 
adecuados o efectivos, no será necesario agotar ningún recurso, pero será de suma importancia, 
para el peticionario, demostrar que se intentó acceder a algún tipo de remedio dentro del 
ordenamiento jurídico nacional, cuando se pretenda demostrar la responsabilidad del Estado frente 
a la obligación de garantizar la protección de los derechos humanos, adquirida al momento de 
ratificar la Convención. 
 
3. EL AGOTAMIENTO PREVIO COMO CARÁCTER SUSTANCIAL. 
 
La regla del agotamiento previo, además de tener un carácter formal dentro del procedimiento para 
acceder al SIDH, también goza de un carácter sustancial que define dentro del proceso, una 
situación de fondo frente a la responsabilidad del Estado solicitado y se desarrolla en cuanto surge 
el tema de las excepciones a la aplicación de la regla. En esta situación, el tema de la falta de 
agotamiento de recursos internos, está también, vinculada con la obligación del Estado de proveer 
mecanismos adecuados y efectivos que garanticen a sus habitantes el pleno goce de sus derechos; 
se crea una ruptura entre estas obligaciones y los hechos que se presenta en la realidad social, 
generando así una incompatibilidad respecto al fin de promover el Estado de derecho. Frente a 
esto la Corte considera entonces el asunto del agotamiento previo de los recursos internos, como 
una cuestión de fondo y no como una mera cuestión de admisibilidad. “[…] dado lo confuso del 
problema de los recursos internos con la violación misma de Derechos Humanos, es evidente que 
la cuestión de su previo agotamiento debe ser considerada Junto con la cuestión de fondo” (Caso 
Velásquez Rodríguez Vs. Honduras; 1987.) 
 
Es aquí cuando procedemos a analizar las condiciones de la regla agotamiento previo, desde una 
perspectiva sustancial, dentro del proceso para acceder al SIDH; este carácter, define un nuevo 
desarrollo del proceso, en el que, no solo se presenta al Estado como acusado de transgredir 
derechos humanos, sino también de incumplir deberes contraídos mediante pactos y tratados 
internacionales. El agotamiento previo de los recursos internos como carácter sustancial, consagra 
en abstracto, los derechos con los que cuentan aquellas personas que sientan, han sido vulneradas 
en sus derechos dentro de un Estado americano, frente al Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, Cuando no se les ha garantizado la protección de los mismos. Para desarrollar este 
carácter sustancial, se presentan, en el artículo 46.2 de la Convención, las situaciones en las cuales 
no será necesario agotar los recursos internos antes de presentar la petición, también el artículo 
31.2 del reglamento de la Corte los enuncia; esto debido a que la exigencia del agotamiento previo, 
no se puede convertir un límite frente a los habitantes del continente, para acceder al sistema de 
protección internacional de derechos, de manera que el fin mismo de estas excepciones se define 
como: “la necesidad de salvaguardar a la víctima del ejercicio arbitrario del poder público... De 
ninguna manera la regla del previo agotamiento debe conducir a que se detenga o demore hasta 
la inutilidad la actuación internacional en auxilio de la víctima indefensa” (Faúndez Ledesma. 
2007) 
 
Cada una de las excepciones a la regla del agotamiento previo se encuentra estrechamente ligada 
a las características de idoneidad y eficacia de los recursos, puesto que se relacionan con la falta 
de las mismas; si el recurso carece de alguna de ellas, se infiere que realmente no existe una 
garantía por parte del Estado frente al goce y la protección de los derechos. Esto abre paso a que 
surja dentro del proceso un cargo nuevo que se debe imputar al Estado, por lo tanto, ya no solo se 
le acusaría de incurrir en la violación de derechos humanos, que es la razón principal de la petición; 
sino también, por incumplir con las obligaciones que este tiene, bajo el principio de pacta sunt 
servanda y que contrae al momento de suscribir la convención. 
 
Las excepciones a la regla del agotamiento previo se clasifican en tres situaciones que se han 
identificado dentro de los procesos para la protección de derechos humanos desarrollados en los 
países americanos y que se trasforman en una barrera, para todo aquel que quiere hacer uso de un 
recurso doméstico, en razón de solventar la transgresión a la que ha sido sometido. Como primera 
excepción tenemos, la no existencia en la legislación interna del Estado en cuestión, el debido 
proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alegan han sido violados; es decir 
que, dentro de la organización estatal y ante los órganos que imparten justicia en el país, no se 
desarrolla realmente, bajo parámetros legales, el proceso que da aplicación al recurso utilizado, en 
pro de otorgarle solución al problema enfrentado por la víctima. Como segunda excepción se 
encuentra, que no se le permita al presunto lesionado, el acceso a los recursos de la jurisdicción 
interna, o haya sido impedido de agotarlos; esta excepción se relaciona directamente con la 
característica de efectividad en los recursos, puesto que no se le permite a la persona, hacer uso de 
ellos, volviéndolos ciertamente inefectivos. La última excepción se presenta cuando existe un 
retardo injustificado en la decisión sobre los recursos que se hayan presentado dentro de la 
jurisdicción interna y se fundamenta en que no se puede permitir que un proceso se extienda hasta 
la infinidad ya que esto no representa una garantía de justicia ni de un debido proceso para la 
víctima. 
 
3.1 NO EXISTENCIA DEL DEBIDO PROCESO LEGAL PARA LA PROTECCIÓN DEL 
DERECHO VIOLADO. 
 
La Convención americana de derechos humanos, busca promover en el continente, instituciones 
democráticas; por eso se requiere que, en los países que han suscrito la convención, exista el Estado 
de derecho. Una forma de garantizarlo, es mediante la separación de los poderes públicos, la ya 
tan conocida independencia entre las ramas que administran un Estado; tiene como propósito, 
equilibrar y limitar el poder del gobierno de manera que, si uno de los órganos sobre pasa los 
límites que sus funciones le han establecido y vulnera los derechos de los ciudadanos, los otros 
puedan intervenir generando un control sobre el mismo. 
 
La no existencia del debido proceso legal, hace referencia precisamente a la situación en la cual el 
poder judicial del país, se encuentra comprometido de tal manera que, no se puede confiar en la 
imparcialidad del mismo, por lo que no existe entonces una garantía judicial real de protección a 
aquellos ciudadanos que se sientan vulnerados en sus derechos. Esto genera que el recurso se 
vuelva ineficaz, puesto que aun si la victima decidiera agotarlo, esta no contaría con las garantías 
judiciales mínimas que se deben tener cuando se hace parte de un proceso judicial; lo cual afectaría 
significativamente las consideraciones que toma el tribunal.  
 
Debido a que el recurso carece de la característica de la eficacia, la corte ha dicho que se torna 
innecesario agotarlo, ya que esto desgastaría el sistema judicial y a la víctima, sin tener una 
respuesta concluyente; sostiene también, que no se podrá alegar, en defensa del Estado, el no 
agotamiento de los recursos bajo estas condiciones, ya que es deber este mismo garantizar que los 
tribunales cumplan con las características mínimas establecidas en la convención, y que se 
cumplan dentro del proceso todos los requisitos exigidos para la adecuada defensa de las víctimas; 
de lo contrario no existe un debido proceso y no se deberán agotar los recursos internos, puesto 
que ello solo serviría para negar el acceso a la protección internacional de los derechos. 
 
El debido proceso como principio legal dentro de un Estado de derecho, brinda a las personas la 
posibilidad de obtener un resultado justo y equitativo dentro de un proceso; ya que le permite a la 
víctima, defender sus pretensiones de forma legítima ante un juez. Por esto, cada tribunal deberá 
contar con las características establecidas en el artículo 8° de la convención, para garantizar un 
debido proceso; estas características se consideran, ante el sistema interamericano de derechos 
humanos, como los requisitos mínimos con los que debe contar el sistema judicial, para que se 
desarrolle un proceso dentro de una jurisdicción interna 
 
 “1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal 
o de cualquier otro carácter.” (Convención americana de Derechos humanos. Art. 46.) 
 
Al respecto tenemos el ejemplo del caso 10.235 presentado por la comisión en su informe anual, 
respecto de los múltiples secuestros, desapariciones y homicidios realizados por parte de miembros 
del cuerpo de inteligencia de la policía, F-2; entre los años 1981 y 1988, en Colombia; la mayor 
parte de las víctimas eran estudiantes de la universidad nacional y familiares de los mismos. 
Durante estos años se llevaron a cabo múltiples investigaciones, en las cuales se les imputo cargos 
a un número significativo de miembros del cuerpo policial, sindicados de tener relación con los 
delitos cometidos, pero estas investigaciones fueron remitidas desde los despachos de los juzgados 
penales, hasta la Inspección General de la Policía, para que allí se continuara el trámite con relación 
a los miembros de la policía implicados; en esta institución se procedió a archivar los procesos y 
eventualmente el resultado esperado por las víctimas no se efectuó. También se llevaron a cabo 
investigaciones en dependencias administrativas, pero estas no tenían ninguna posibilidad de 
imponer sanciones penales a los implicados en el caso.  
 
En vista de que la jurisdicción interna de Colombia fue ineficaz; las victimas presentaron una 
petición ante la Comisión la cual fue remitida a Colombia, para que esta respondiera según el 
procedimiento, el Estado solicitado pidió a la Comisión abstenerse de admitir esta petición puesto 
que declaraban, se encontraban en trámite dentro de las jurisdicciones internas, múltiples procesos  
relacionados con las investigaciones de estos casos, en las jurisdicciones penal, militar y también 
de ámbito disciplinario; por lo tanto, hasta que estos fueran agotados, no se podía acceder al SIDH.  
Sin embargo, la Comisión considero según las pruebas presentadas, que las jurisdicciones en las 
cuales se habían presentado las investigaciones respectivas del caso, ya habían emitido su decisión 
final, pero estas, no habían sido ejecutadas por quienes tenían a su cargo la responsabilidad de 
hacerlo, ya que se le había delegado precisamente, a la misma institución que se encontraba 
comprometida en el proceso, lo cual no brindaba ninguna garantía del debido proceso legal; al 
respecto la Comisión expreso:  
 
“Las investigaciones que aún se realizan no tienen ninguna posibilidad de imponer 
sanciones penales a los funcionarios estatales que ejecutaron las violaciones, los cuales 
fueron exonerados mediante sobreseimiento definitivo confirmado el 6 de julio de 1987 por 
el Tribunal Superior Militar, que produce efectos de cosa juzgada.  La investigación de la 
Procuraduría, actualmente en curso, no podría concretarse más que en sanciones 
administrativas.  La investigación penal, formalmente vigente pero archivada de hecho en 
la policía judicial, sólo podría, en caso de que se activara, orientarse contra los particulares 
(y no contra los miembros de las Fuerzas Armadas) que intervinieron en las desapariciones, 
no quedando, en consecuencia, más recursos que agotar.” (Caso 10.235; 1992) 
 
Esta situación representa entonces la primera excepción a la regla del agotamiento previo de los 
recursos internos, puesto que no existe para la víctima, ninguna garantía del debido proceso legal 
requerido, para proteger el derecho que se afirma ha sido violado, ante la presencia de tribunales 
no competentes y parcializados, frente al caso específico que se pretende fallar, por lo que no se 
espera que la decisión tomada por estos sea justa, lo que genera realmente una limitación para la 
ejecución de la regla. 
 
3.2 FALTA DE ACCESO A LOS RECURSOS INTERNOS O IMPEDIMENTO PARA 
AGOTARLOS. 
 
El fundamento de esa excepción radica, en que se presente por parte del Estado, una acción que 
impida a la víctima el acceso de los recursos disponibles para la protección de sus derechos, ya sea 
de manera física, objetiva o subjetivamente. Una acción manifestada de forma física podría 
describirse en la creación de una barrera real para que la víctima pueda acceder a los mecanismos 
disponibles; tal y como sucedió con Lilian Tintori, esposa del líder de la oposición política 
venezolana Leopoldo López, después de que este fuera acusado por La Fiscalía General de la 
República de Venezuela, acusándolo de instigación pública, daños a la propiedad en grado de 
determinador, incendio en grado de determinador y asociación para delinquir, y sentenciado a 13 
años y 9 meses de prisión.  
 
El 8 de julio de 2017, la Sala Penal del Tribunal Supremo de Justicia concedió, casa por cárcel, al 
líder opositor. Sin embargo, a menos de un mes de haber obtenido el arresto domiciliario, López 
fue detenido, en su residencia en Caracas, por miembros del Servicio Bolivariano de Inteligencia 
Nacional y trasladado de vuelta a prisión; su familia alegó que esto era una detención ilegal por lo 
que rápidamente su esposa junto a varios activistas, se presentaron ante las instalaciones del 
palacio de justicia para presentar el recurso correspondiente, ante la acción injustificada por parte 
de los miembros de este organismo de inteligencia. Al llegar al lugar se encontraron con miembros 
de la Guardia Nacional Bolivariana, quienes les impidieron la entrada al recinto, generando así un 
acto que, bajo órdenes estatales, ejercía como una barrea física o una limitación, para acceder a los 
mecanismos de defensa; por lo que Lilian Tintori no pudo hacer uso del recurso para la protección 
de los derechos de su esposo. (www.bbc.com, 2017). 
 
Se presentan presenta entonces una acción que limita el acceso a los recursos internos, de manera 
objetiva, ya que se pueden observar los hechos y de manera lógica determinar que se ha incurrido 
en una falta por parte del Estado, frente al deber de otorgarle a sus habitantes el fácil acceso a la 
justicia. Pero en forma objetiva también se pueden presentar otros casos en los cuales se impide a 
la persona agotar los recursos internos, no necesariamente de forma física como se presentaba en 
el ejemplo anterior, sino mediante la manipulación indiscriminada de las formalidades legales para 
acceder a estos recursos, es decir que a pesar de que la víctima pueda interponer los recursos, 
sucesivamente y de forma arbitraria le son rechazados, alegando una falta en la formalidad de los 
mismos. 
 
Un ejemplo específico de esta situación se presentó frente a la petición instaurada por Saulo 
Arboleda Gómez, en la que se denunciaba a Colombia como presunto responsable de la violación  
de las garantías judiciales con las que contaba el peticionario, dentro del proceso penal que se 
llevaba en su contra. Al ostentar la calidad de ministro, el ordenamiento jurídico colombiano 
determinaba el proceso judicial frente a esta figura política como un proceso de única instancia, lo 
cual imposibilitaba al señor Saulo Arboleda para impugnar la sentencia condenatoria. El 
peticionario recurrió al recurso de tutela, pero el mismo le fue rechazado, ante esta situación la 
victima presentó un recurso de apelación, el cual fue resuelto desfavorablemente; además de esto 
se encontraba en curso, un proceso disciplinario en su contra ante la procuraduría, en el cual se 
habían anulado varias de las sanciones impuestas hacia él, considerándose esto, como prueba de 
su inocencia y demostrando que la condena penal que se le había impuesto había sido injusta. 
 
Se presentaron dentro del trámite del proceso, 3 recursos de revisión por parte de la víctima, pero 
todos estos fueron rechazados, además se le fue solicitado al peticionario por parte de la Sala Penal 
que, a partir de ese momento, se abstuviera de instaurar otras acciones de revisión contra las 
mismas decisiones que se habían tomado respecto de los recursos instaurados dentro del proceso. 
El Estado alegó frente a la Comisión, que aún se debía agotar el recurso de revisión ante la 
jurisdicción interna para acceder al órgano de protección internacional, pero este solo se limitó a 
enunciarlo, sin entrar a fondo en el análisis del mismo, y en vista de los hechos presentados la 
Comisión concluyo: 
 
“No obstante lo señalado, la CIDH observa que la presunta víctima, a los efectos de lograr 
que su sentencia condenatoria fuera revisada y sus derechos restituidos a nivel interno, 
interpuso tres acciones de revisión ante la Corte Suprema de Justicia, sin obtener un 
resultado favorable […]. Por lo tanto, y en atención a lo expuesto, la Comisión considera 
que, con tales acciones, el peticionario acudió a los mecanismos judiciales internos, ante la 
inexistencia de recursos idóneos en el ordenamiento jurídico nacional” (Informe. 62/16; 
2016). 
 
Estas acciones tienen un carácter objetivo, ya que son llevadas a cabo por agentes del Estado, que 
mediante sus funciones y excediendo el poder que se les ha otorgado, limitan el acceso al recurso, 
vulnerando así los derechos de los habitantes. Pero se han reconocido dentro del sistema 
interamericano de derechos humanos, elementos de carácter subjetivo que impiden a la víctima 
acceder a los recursos internos; dentro de tales elementos se puede considerar como determinante, 
el miedo infringido en la víctima  y que le es atribuible a la falta de garantías del Estado; este temor 
podrá limitar a la víctima y obligarla a no interponer el recurso, por miedo a las consecuencias que 
esto podría acarrear frente a su seguridad o la de su familia. Este elemento subjetivo se deberá 
fundamentar en los hechos del caso. En los méritos de la petición deberá expresarse que el Estado 
no ofreció a la víctima las garantías de seguridad necesarias y que esto le impidió el acceso al 
recurso adecuado. 
 
3.3 RETARDO INJUSTIFICADO EN LA DECISIÓN SOBRE LOS RECURSOS 
 
Esta excepción se encuentra ligada a la característica de la efectividad de los recursos internos; 
como se explicaba anteriormente, la CDH ha determinado que no basta, solo con que los recursos 
existan dentro del ordenamiento jurídico o que la víctima pueda acceder a los mismos, si estos no 
son capaces de producir el resultado que se espera y por el cual fueron creados. Si se permitiera 
que el proceso judicial se extendiera por un tiempo indefinido sin ninguna garantía, el sentido con 
el que fue creado el recurso se perdería, puesto que este ya no sería más un mecanismo efectivo de 
protección de los derechos. Por esto la Corte considera también que, si un tribunal en el desarrollo 
de un proceso, presenta una demora injustificada al tomar la decisión sobre un recurso interpuesto 
ante él, no será necesario completar a cabalidad el proceso para acceder al SIDH, ya que esto solo 
significaría la imposición de un limite a las víctimas, que les impediría poder utilizar los 
mecanismos internacionales creados para la protección de sus derechos. 
 
La Convención define la obligación estatal de crear los recursos que garanticen la protección de 
los derechos de la siguiente manera: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido 
o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención” (Convención Interamericana de Derechos humanos. Art. 25). Esto establece que, 
frente a una necesidad urgente de protección, la victima debe contar con un rápido acceso a los 
recursos y a las garantías que allí se enuncian; ya que lo que se busca es, proteger los intereses de 
los afectados, por esto no puede existir demora en la toma de la decisión por parte de la autoridad 
judicial, respecto de estos recursos; ya que una respuesta que sea presentada después de un tiempo 
prolongado en el que consecutivamente se ha violado o desconocido un derecho, se vuelve ineficaz 
frente a la violación en sí, ya que existen casos en los que la víctima busca en un principio, evitar 
que se agrave la situación actual en la que se encuentra o prevenir que se violen más derechos 
derivados del desconocimiento del primero. 
  
El retardo injustificado se determinará según los criterios establecidos por la CDH para ello, como 
lo son, el tiempo normal establecido para el proceso y la complejidad que conlleve el asunto. Se 
deberá hacer un análisis según cada caso específico que se presente, puesto que los hechos 
desarrollados dentro del proceso, serán los que determinen si existe o no un retardo injustificado. 
Si se decreta que, efectivamente, no existe ninguna excusa para el retardo presentando en cuanto 
a la decisión, la Comisión considera entonces la existencia de una falla en el sistema de 
administración de justicia, lo que sustrae de los recursos, la característica de eficacia o efectividad. 
Esto da a entender que dentro del Estado no se está garantizando la protección de los derechos 
humanos; siendo este, un deber al cual el Estado se ha comprometido, en el momento de suscribir 
la convención. 
 
3.4 IMPLICACIONES FRENTE A LA RESPOSNABILIDAD ESTATAL POR EL 
INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES, Y EL CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD. 
 
Al hablar de la cuestión de responsabilidad estatal debemos resaltar la normatividad establecida 
en la convención americana de derechos humanos, los principios bajo los que se rige la misma y 
el control de convencionalidad. A pesar del carácter subsidiario con el que cuenta la Convención, 
esta no deja de ser un contenido obligacional para los Estados partes, por ende, cuando un país 
firma un tratado internacional, todos sus órganos están obligados a velar por que se cumplan las 
disposiciones de este tratado. En todas las excepciones a la aplicación de la regla del agotamiento 
previo de los recursos internos, se encuentra una relación respecto a la responsabilidad que tiene 
el Estado de promover y ejecutar  las garantías de protección de los derechos humanos de sus 
habitantes; responsabilidad adquirida al momento se suscribir la convención; cuando se presenta 
la excepción a la regla del agotamiento previo, esto permite interpretar que existe una falla en el 
cumplimiento del contenido convencional por parte del Estado, específicamente en lo 
correspondiente a los artículos 1, 8.1 y 25, los cuales estipulan los derechos de los habitantes a la 
protección judicial y garantía de sus derechos fundamentales. La Corte se ha expresado respecto 
de las obligaciones que tienen los Estados, con el cumplimiento de los tratados internacionales en 
relación con el derecho sustancial y formal que se desarrolla en el cuerpo de la convención, y ha 
dicho que los Estados deberán garantizar tanto el cumplimiento de las disposiciones sustanciales 
al igual que las disposiciones formales: 
 
“Esta especial naturaleza de dichos tratados y su mecanismo de implementación colectiva, 
conllevan la necesidad de aplicar e interpretar sus disposiciones, de acuerdo con su objeto 
y fin, de modo a asegurar que los Estados Partes garanticen su cumplimiento y sus efectos 
propios (effet utile) en el plano de sus respectivos derechos internos. Este principio se aplica 
no sólo en relación con las normas sustantivas de los tratados de derechos humanos (es 
decir, las que contienen disposiciones sobre los derechos protegidos), sino también en 
relación con las normas procesales.” (Caso Masacre De Mapiripán Vs. Colombia; 2005). 
 
Para estos efectos, la Corte habla de una figura encaminaba a verificar que el ordenamiento jurídico 
interno, se encuentren de acuerdo con las disposiciones convencionales. Esta es el Control de 
Convencionalidad que, en primera instancia, tiene relación con el análisis normativo del Estado 
parte, es decir, el escrutinio de las leyes Estatales para garantizar que estas tengan concordancia 
con las obligaciones a las cuales se ha comprometido un Estado; pero a medida en que se ha 
desarrollado este concepto, ha evolucionado hasta el punto en el que se entiende que, no se deberá 
ejercer solo sobre el conjunto de normas de un Estado, sino sobre todas las actuaciones que emanen 
de un organismo Estatal, en el marco de sus respectivas competencias, para controlar que los 
derechos humanos de las personas sometidas a su jurisdicción sean respetados y garantizados. 
 
“En lo que al objeto del control de convencionalidad se refiere es posible concluir que el 
mismo recae en el ordenamiento jurídico interno de los Estados, llámese acto 
administrativo, reglamentos, resoluciones, leyes, políticas públicas y la propia Constitución 
Política. Claro está, independientemente de su jerarquía en el sistema de fuentes del derecho 
nacional, éstos son considerados como un hecho interno desde la perspectiva de la 
jurisprudencia interamericana, susceptibles de ser invalidados si son contrarios a la 
CADH.” (Sánchez Vallejo, 2015). 
 
La responsabilidad estatal puede estar determinada ya sea por una acción u omisión realizada por 
cualquier poder u órgano de este, es decir, por agentes que se encuentren desempeñando funciones 
estatales; cada una de las excepciones al requerimiento del agotamiento previo de los recursos 
internos, está determinada por una acción u omisión. Podríamos destacar el ejemplo presentado en 
el caso en el que una persona solicita la pensión de supervivencia por el fallecimiento de su pareja 
homosexual y esta le es negada mediante un acto administrativo, o en la excepción del 
impedimento a acceder a los recursos internos frente a la acción de los agentes estatales de impedir 
que la víctima se acerque a el organismo judicial a interponer el recurso y como ejemplo ante la 
omisión estatal se podría mencionar el retardo injustificado en la toma de la decisión sobre los 
recursos interpuestos, lo que es evidentemente una omisión por parte de los jueces encargados de 
fallar al respecto del recurso interpuesto.  
 
El Estado como sujeto de derecho internacional, que viola una obligación internacional y vulnera 
los derechos que bajo su potestad debería proteger; transforma en materia sustancial lo que en un 
principio era considerado solo materia procedimental. Se estaría enfrentando entonces el Estado 
demandado, no solo a el cargo de violar un derecho fundamental dentro del caso específico que 
involucra a la víctima, sino también al cargo de violar derechos emanados de la convención, con 
los que cuentan las personas que habitan en los Estados americanos  y que tienen relación con las 
garantías estatales, por lo tanto, si el Estado es declarado culpable, este deberá garantizar a la 
víctima el goce de su derecho y deberá además otorgar las reparaciones a las que haya lugar según 
las consecuencias obtenidas o el daño que se le haya causado a la víctima, a partir de las acciones 
estatales.  
 
4. EFECTOS PARA COLOMBIA FRENTE AL AGOTAMIENTO PREVIO DE LOS 
RECURSOS INTERNOS DESDE EL CARÁCTER FORMAL. 
 
Cuando se han interpuesto peticiones ante la CIDH y el Estado Colombiano presenta el informe 
de respuesta ante la solicitud; en la mayoría de casos, la excepción del no agotamiento previo de 
los recursos internos es alegada por la defensa; sin embargo, esta no ha tenido mayor alcance, 
como mecanismo para lograr que las peticiones sean inadmitidas por la Comisión, puesto que no 
se desarrolla, de manera adecuada, la carga de la prueba dentro del informe estatal. En la mayoría 
de los casos presentados, la Comisión ha concluido que el Estado no desarrolla a cabalidad lo 
contendiente con la carga probatoria respecto de los recursos internos adecuados, no agotados por 
el peticionario.  
 
Frente al desarrollo como mero requerimiento de trámite para acceder al sistema interamericano 
de derechos humanos, el agotamiento previo de los recursos internos, actúa también bajo el 
principio de la carga de la prueba, la corte ha dicho que esta se encuentra distribuida 
equitativamente entre ambas partes del proceso ya que el deber del peticionario demostrar que se  
han agotado los recursos internos disponibles para la protección de sus derechos o de ser el caso, 
probar que se ha presentado alguna de las excepciones a la aplicación de la regla del agotamiento 
previo de los recurso internos, pero también se ha dicho que, cuando el peticionario no se encuentre 
en la posibilidad de probar que ha agotado los recursos internos, le corresponderá al Estado 
demostrar que no se ha hecho tal cosa, si este quiere impedir la admisión de la petición por parte 
de la Comisión; de no desarrollarse de esta manera se entenderá simplemente que el Estado 
considera que se han agotado efectivamente todos los recursos internos. 
 
El caso, Oscar Orlando Bueno Bonnet Y Otros vs Colombia; presenta un ejemplo claro de lo 
desarrollado anteriormente; la defensa del Estado argumento que, no se habían agotado los 
recursos internos antes de acceder al SIDH, más, en el escrito presentado, no se desarrolló por qué 
se consideraban adecuados estos recursos frente los hechos del caso específico; la Comisión 
expreso que, para que se entienda la excepción del no agotamiento de los recursos internos, como 
un argumento efectivo ante el análisis de admisibilidad de una petición, el Estado debe en primer 
lugar: aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados ; de qué manera se consideran 
adecuados; deberá demostrar que estos recursos operan en la realidad jurídica y deberá acreditar 
la efectividad de los recursos internos que sostenga la defensa. En relación a esto, la petición 
presentada por el señor Oscar Orlando Bueno, fue admitida y en el informe presentado ante la 
Corte, la Comisión expreso:  
“Según el Reglamento de la CIDH y lo establecido en la jurisprudencia, toda vez que un 
Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, 
tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan 
“adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos 
dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica 
infringida.” (Informe No. 124/10; De 2010). 
 
Naturalmente, si el Estado prueba efectivamente que los recursos están disponibles para que las 
victimas recurran a ellos y no existe ningún impedimento para agotarlos, pero aun así no han sido 
interpuestos por los peticionarios antes de acceder al SIDH, entonces la carga de la prueba pasara 
a ser de quien interpone la solicitud; será este quien deberá demostrar por qué no se han agotado 
los recursos que el Estado a enunciado. Sin embargo, se han presentan otras situaciones en las 
cuales la defensa del Estado colombiano ha alegado la excepción del no agotamiento de los 
recursos internos, en relación a los procesos que se desarrollan en el ámbito disciplinario o 
administrativo. Como se mencionó anteriormente, la Corte ha considerado que los procedimientos 
desarrollados en estas áreas del derecho, no son los adecuados para la protección y reparación 
integral frente a la violación de derechos humanos, cuando exista una actuación ilícita que sea la 
causante de la vulneración de derechos, que, en la mayoría de los casos, es la situación que se 
presenta. Bajo esas circunstancias, las conductas están establecidas dentro del ámbito de la 
jurisdicción ordinaria en el derecho penal, por lo que será el procedimiento penal el adecuado para 
resolver estos conflictos; aunque cabe aclarar que existen por supuesto, casos en los que la 
violación del derecho no recae sobre una conducta tipificada en el código penal si no por una 
conducta objetiva en la actuación estatal que limita los derechos.  
 
En un caso frente a Colombia, la Comisión estimo que la defensa del Estado había errado, al 
afirmar que los recursos en los procesos disciplinarios y administrativos que se encontraban en 
curso, debían ser agotados antes de presentar la petición y que por esto se debía declarar la 
inadmisibilidad de la misma; al respecto la comisión recordó:  
“En cuanto a los otros recursos pendientes a los cuales hace referencia el Estado, la 
Comisión ha sostenido anteriormente que las decisiones emitidas en los órdenes 
disciplinario y contencioso administrativo no cumplen con los requisitos establecidos en la 
Convención.  La jurisdicción disciplinaria no constituye una vía suficiente para juzgar, 
sancionar y reparar las consecuencias de violaciones a los derechos humanos. La 
jurisdicción contencioso administrativa, por otra parte, es un mecanismo que procura la 
supervisión de la actividad administrativa del Estado, y que únicamente permite obtener una 
indemnización por daños y perjuicios causados por abuso de autoridad.  Consecuentemente, 
en un caso como el presente no es necesario agotar estos recursos antes de recurrir al 
sistema interamericano” (Informe Nº 74/0; 2007.) 
 
Se puede apreciar que, en el desarrollo del requerimiento del agotamiento previo de los recursos 
internos, como mecanismo para establecer la admisibilidad de una petición, no se han producido 
los efectos esperados por la defensa del Estado colombiano, ya que no se hace un estudio a fondo 
de este requisito de procedimiento antes de presentar el informe de respuesta ante la Comisión, 
toda vez que las características y la aplicación de este, se encuentran determinadas ampliamente 
en la jurisprudencia de la Corte y en los informes de la Comisión,  pero , aun así la defensa estatal 
no desarrolla la excepción de la manera establecida por la jurisprudencia de este órgano. 
 
5. EFECTOS PARA COLOMBIA FRENTE AL AGOTAMIENTO PREVIO DE LOS 
RECURSOS INTERNOS DESDE EL CARÁCTER SUSTANCIAL. 
 
Para determinar si un Estado ha cometido una violación de derechos humanos, es suficiente con 
que se establezca si este ha incumplido alguna de las obligaciones contenidas en la convención. 
En el caso de la Masacre de Mapiripán, en el cual, Colombia manifestó que aceptaba la 
responsabilidad por el incumplimiento de los artículos 4, 5 y 7 de la convención, pero decidió 
mantener la excepción preliminar del no agotamiento de los recursos internos, la Comisión declaró 
que, encontraba incongruente que se mantuviera esta excepción preliminar puesto que existía 
entonces un reconocimiento parcial de responsabilidad por parte del Estado y al existir tal 
reconocimiento, se acepta la competencia de la Corte para conocer del caso. 
 
Así la excepción preliminar pierde ese carácter y se trasforma en asunto de fondo, el cual pasara a 
ser analizado por el órgano judicial. En los alegatos finales dentro del proceso, la Comisión sostuvo 
que: “C. los hechos reconocidos por el Estado sustentan tanto su responsabilidad internacional 
por la violación de los artículos 4.1, 5.1 y 5.2 y 7.1 y 7.2 de la Convención Americana en perjuicio 
de aproximadamente 49 víctimas fatales como por la ausencia del debido esclarecimiento judicial 
de los hechos, la reparación de sus efectos y la consecuente violación de los artículos 8.1, 19, 22, 
25 y en especial el 1.1 todos de la Convención que aun hacen parte de la controversia;” ,( Caso 
De La “Masacre De Mapiripán” Vs. Colombia; 2005.).  Esto determina como ilícita, toda forma 
de manifestación del poder público que determine la vulneración de un derecho.  
 
En tal sentido, toda circunstancia en la cual un órgano o un funcionario a cargo del Estado o de 
una institución de carácter público lesione uno de tales derechos, aquel opera bajo la inobservancia 
del deber de respeto consagrado en artículo 1 de la Convención, y solo a partir de esto, se puede 
identificar una vulneración a las obligaciones convencionales, por lo tanto, una lesión a un derecho 
protegido por la jurisdicción internacional. Para establecer la responsabilidad del Estado frente al 
desconocimiento de las garantías judiciales, en el evento del desarrollo de un hecho ilícito, la Corte 
ha dicho que no es necesario determinar la participación del Estado o de uno de sus agentes en el 
mismo; basta con establecer que se ha manifestado por parte del Estado, tolerancia ante el 
desarrollo del hecho que lesiona el bien jurídico o que no ha existido una garantía de protección y 
esto permita la perpetuación de la vulneración de derechos, en el tiempo.  
El carácter sustancial que desarrolla el requerimiento del agotamiento previo, confiere derechos a 
las personas; declara y constituye obligaciones. Por ende, cuando el Estado colombiano no brinda 
las garantías necesarias para la protección de derechos automáticamente encaja en el marco de 
una responsabilidad estatal. En ciertos casos el Estado ha alegado, cuando la víctima ya ha 
interpuesto un recurso y este no ha resultado efectivo, que aún existen múltiples recursos dentro 
de la jurisdicción interna que se encuentran disponibles para ser agotados por los peticionarios y 
que son efectivos para el caso en concreto, sugiriendo que no se han desconocido o vulnerado aun, 
los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, establecidos en la convención; la 
Corte ha aclarado frente a esto que, si en una primera instancia la victima acude a un recurso y 
este no le es favorable o no resulta efectivo para la causa, no será correcto obligarla a que agote 
todos los recursos disponibles en el ordenamiento jurídico ya que esto solo retrasaría el acceso a 
la protección de sus derechos; seria imponerle una carga innecesaria a la víctima frente a la 
situación de vulnerabilidad y siempre se deberá buscar que la ejecución del proceso se realice de 
la manera más favorable para quien se ha visto lesionado en sus derechos; frente a esto la CDH 
señala que el Estado no tendrá oportunidades ilimitadas de remediar el conflicto, cuando ya se 
haya recurrido a recurso y este fuera inútil para garantizar la protección judicial. 
Debido a esta situación, en la mayoría de demandas presentadas ante la Corte, el Estado 
colombiano es encontrado culpable de responsabilidad estatal frente a la violación de los derechos 
reconocidos por la convención en los artículos 1, 2, 8 y 25; además de los otros correspondientes 
a los hechos de cada caso específico. En todas las ocasiones el Estado se ve obligado a reparar 
integralmente a las víctimas ya sea de manera económica o simbólica debido a los perjuicios 
causados por estos actos. 
 
6. CONCLUSIONES. 
 
El requisito del agotamiento previo de los recursos internos puede interpretarse como un límite 
para el acceso al sistema internacional de protección de derechos, pero en el desarrollo del carácter 
formal y sustancial se encuentran las diferentes subreglas para que este requerimiento no 
constituya tal barrera ante las personas lesionadas por las acciones estatales.  
 
Desde la perspectiva formal encontramos al requisito del agotamiento previo como un mecanismo 
encaminado únicamente a determinar la admisibilidad de una petición, utilizado también como un 
medio de defensa estatal, que defiende su soberanía al permitirle solucionar los conflicto generados 
dentro del ámbito interno, antes de ser supervisado por un organismo internacional; siempre y 
cuando el Estado alegue la excepción del no agotamiento de los recursos internos y manifieste 
apropiadamente cuáles serán los recursos adecuados y afectivos existentes dentro del 
ordenamiento jurídico para el caso específico, además se deberá alegar en la oportunidad procesal 
correspondiente, de lo contrario se interpretara como una renuncia tacita y se admitirá la petición. 
también puede ocurrir que no se argumente de manera adecuada en la defensa estatal, por qué los 
recursos enunciados son adecuados y efectivos según los hechos específicos del caso, esto deriva 
de igual manera en que las peticiones sean admitidas, lo cual ha ocurrido constantemente puesto 
que la defensa estatal colombiana no desarrolla adecuadamente las características de la excepción 
del no agotamiento de los recursos internos, tal y como se pudo establecer a partir del caso 
José Antonio Romero Cruz, Rolando Ordoñez Álvarez Y Norberto Hernández Vs Colombia y del 
caso Oscar Orlando Bueno Bonnet Y Otros Vs Colombia, en el que la Comisión advirtió que era 
deber del Estado argumentar por que los recursos que este señalaba, no habían sido agotados, eran 
considerados adecuados. Partiendo ello, se identificó como subregla dentro del carácter formal del 
agotamiento previo, la carga dinámica de la prueba al momento de determinar que recursos se han 
agotado dentro del ordenamiento jurídico ya que, si el Estado prueba efectivamente que existen 
recursos adecuados y efectivos que no han sido agotados, la carga de la prueba recae entonces 
sobre el peticionario, quien deberá demostrar cuales fueron las condiciones que le impidieron 
agotar dichos recursos. 
 
Dentro del carácter formal también se identificó que, frente a las actuaciones ilegales cometidas 
por los agentes estatales, los procesos y las decisiones emitidas en los órdenes disciplinario y 
contencioso administrativo, no cumplen con los requisitos establecidos en la Convención para 
sancionar y reparar las actuaciones que constituyan violaciones de derechos humanos, por lo que 
no será necesario agotar los recursos disponibles dentro de estas jurisdicciones, solo aquellos que 
se presenten dentro del proceso penal serán los adecuados frente a estas situaciones. Recursos 
como la acción de tutela procederán únicamente cuando no exista otro medio diferente que permita 
proteger el derecho vulnerado, sin embargo, la Corte ha dicho que estos recursos se tornaran 
infectivos, si se incurre en un retardo injustificado en la decisión de los mismos, por lo cual se 
haría efectiva una de las excepciones a la regla del agotamiento previo y la víctima no deberá 
recurrir a demás mecanismos antes de acceder al SIDH. 
 
Desde el carácter sustancial encontramos que la regla del agotamiento previo no es absoluta y que 
excepcionalmente se podrá acudir al sistema de protección internacional de derechos, sin haber 
agotado los recursos internos del Estado denunciado, toda vez que se pruebe que los recursos 
ofrecidos por este, no eran eficaces, ni adecuados para proteger el derecho vulnerado. Con 
fundamento en esto la CDH ha desarrollado varias subreglas mediante las cuales se determina 
cuando no será necesario agotar los recursos internos. Estas excepciones surgen debido a que, si 
se mantuviera la rigurosidad del agotamiento de recursos internos, el fin mismo del sistema 
interamericano de derechos humanos, de garantizar, promover y proteger los derechos de los 
habitantes del continente, no se alcanzaría ya que sería imposible acceder a este. Los procesos que 
se desarrollan dentro del Estado, se tornarían dilatorios y se extenderían hasta la infinidad, 
perpetuando así la violación de derechos de manera continua, sin resolver verdaderamente el 
conflicto y sin una garantía real de protección. Todo esto se desarrolla bajo el principio de 
subsidiariedad de la convención, por lo que solo se aplicara bajo el entendido de que los recursos 
internos del Estado demandado, no resulten efectivos ni adecuados para la protección de los 
derechos vulnerados.  
 
Encontramos entonces que este requerimiento se transforma según los méritos de la petición y que, 
en el momento, en el que las victimas invocan una de las excepciones a la regla del agotamiento 
previo de los recursos internos, automáticamente, esto se une a los hechos estudiados en el fondo 
del asunto, generando así un estudio de la responsabilidad del Estado, no solo frente a los derechos 
vulnerados bajo los hechos del caso específico sino, además, una responsabilidad frente al hecho 
de desconocer, lesionar o vulnerar el goce efectivo de los derechos a las garantías judiciales y a la 
protección judicial, los cuales se encuentran bajo tutela del Estado. Para evitar esto se debe hacer 
un control de convencionalidad frente a todas las actuaciones de los órganos estatales, de manera 
que se garantice el cumplimiento de las obligaciones convencionales, pues la protección de los 
Derechos Humanos corresponde al Estado, y mientras existan violaciones a los mismos por parte 
de los distintos órganos y poderes estatales, las condenas internacionales seguirán produciéndose. 
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